
Registro: 2012999 

Localización: [TA]; 10a. Época; 2a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 36, Noviembre de 2016; Tomo II; Pág. 
1558, Administrativa, Número de tesis: 2a. CVII/2016 (10a.) 

 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA ILICITUD DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
NO CONFIGURA, EN SÍ MISMA, LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. De acuerdo 
con la tesis 2a. V/2015 (10a.) (*) sostenida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, la nulidad del acto administrativo no presupone, por sí misma, el derecho a la 
indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, pues el legislador estableció un 
procedimiento específico para ello, establece los lineamientos y bases adjetivas que deben 
respetarse en aras de determinar si ha lugar al pago de daños y perjuicios al particular, precisamente, 
por esa actividad lesiva, el cual debe sustanciarse, pues de lo contrario, se correría el riesgo de 
transgredir indebidamente el equilibrio presupuestario que se pretende conservar mediante el 
sistema de responsabilidad patrimonial estatal. Como se advierte de lo anterior, la determinación 
jurisdiccional de la ilegalidad del acto administrativo no se traduce, en sí y por sí misma, en la 
acreditación de la actividad administrativa irregular, sino que únicamente sirve de base para 
sustentar la reclamación que los gobernados interpongan por la responsabilidad patrimonial del 
Estado. En ese sentido, resulta válido aseverar que toda actividad administrativa irregular se traduce 
en un acto ilícito, mas no todo acto declarado ilícito constituye una actividad administrativa irregular; 
en tanto que la actualización de ésta tiene sus propias reglas adjetivas y sustantivas que son 
inherentes al sistema de responsabilidad patrimonial del Estado. Máxime que, de la exposición de 
motivos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, se desprende que la actividad 
administrativa irregular debe concebirse como aquella que se genera excepcionalmente, y que la 
"irregularidad" de la conducta no debe vincularse con su "ilicitud", pues no son vocablos equiparables 
tratándose de la responsabilidad patrimonial del Estado, en tanto ésta se proyecta a la 
responsabilidad objetiva y directa del Estado mexicano de reparar los daños ocasionados por los 
particulares y que no tengan la obligación jurídica de soportar, conforme a las bases y lineamientos 
instituidos en la propia responsabilidad patrimonial del Estado. 

Amparo directo 6/2016. Manuel Luna Pérez y otro. 7 de septiembre de 2016. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Impedido: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo. 

_________________ 

Nota: (*) La tesis aislada 2a. V/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 13 de febrero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 15, Tomo II, febrero de 2015, página 1772, con el título y 
subtítulo: "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA NULIDAD DEL ACTO 
IMPUGNADO DECRETADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO IMPLICA, 
NECESARIAMENTE, UNA ACTIVIDAD IRREGULAR DEL ENTE ESTATAL." 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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